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La nueva ley sobre 
transferencia de tecnología 

Aciertos y limitaciones 
de la política gubernamental JAIME ÁLVAREZ SOBERANIS* 

OBJETIVOS DE LA NUEVA LEY 

E n 1981 la Sepafin decidió revisar la Ley sobre el Registro de 
la Transferencia de Tecnología y el Uso y Explotación de 

Patentes y Marcas (LRTT), que había estado en vigor desde di­
ciembre de 1972, es decir, un poco más de nueve años, y formu­
lar un nuevo proyecto de Ley. 

Éste fue redactado por la Direcc ión General de 1 nversiones 
Extranjeras y Transferencia de Tec nología y, aunque no pudi­
mos identificar todas las fuentes utili zadas para redactarlo, una 
de las que se consultaron fue el documento elaborado en 1974, 
bajo la dirección de Enrique Aguilar Riveroll, denominado " Re­
sumen de los criterios generales de aplicación de la LRTT". 

En la iniciativa enviada al Congreso de la Unión se señalan 
las razones que motivaron la revisión . Se afirma que la antigua 
ley " había respondido eficientemente a los objetivos para los 
que fue prevista", aunque al evolucionar el país habían surgido 
múltiples actividades en el ámbito de la transferencia de tecno­
logía que no estaban siendo reguladas, " quedando excluidos 
numerosos contratos que por las limitaciones de la ley en vigor 
[la de 1972] no son registrables". 

Se añade, igualmente, que con el proyecto se busca " tras­
cender un régimen exclusivamente de registro, hacia un meca­
nismo que establezca las bases que permitan obtener, en bene­
ficio del país, el compromiso de un traspaso tecnológico efecti­
vo y óptimo" . 

De lo anterior se concluye que el propósito básico de la revi­
sión no fue sustituir el régimen de control, sino ajustarlo a las 
nuevas exigencias que plantea el proceso de desarrollo del país, 
aunque, como apuntaremos adelante, este objetivo no se alcan­
zó plenamente. 

• Subdirector General de Promoción Fiscal de la SHCP. Este trabajo 
fue escrito en julio de 1982 . Las opiniones que aquí se expresan son 
estrictamente personales. 

ACIERTOS Y OMISIONES DE LA NUEVA LEY 

L a decisión del Gobierno de revisa r la Ley de 1972 se justifica 
en la necesidad de pasar a una fase distinta de la política 

tecnológica que supere la etapa " defensiva", que se limita al 
" control " de la importación de tecnología. En esa nueva fase 
debería adoptarse una actitud más agresiva de promoción del 
desarrollo tecnológico interno que lo haga concordar con la ac­
tual estructura productiva del país. Desafortunadamente, la 
nueva ley no fue capaz de impulsar el cambio y se quedó en la 
fase " defensiva" establecida por su predecesora. 

La nueva Ley debió plantearse, además del control, una fina­
lidad de carácter promociona!, exigiendo, por ejemplo, que de 
las tecnologías importadas se hagan derivar tecnologías propias 
que respondan a las necesidades concretas de nuestro proceso 
de desarrollo. En relación con eso también debió establecer re­
querimientos positivos, además de prohibiciones, es decir, de­
mandar a los proveedores y receptores de la tecnología conduc­
tas específicas que deberían observar obligatoriamente en 
beneficio del país; indicar comportamientos diferentes en la re­
lación tecnológica matriz-filial que los exigidos a las empresas 
independientes, al disponer, por ejemplo, que aquéllas deberán 
capacitar técnicos nacionales capaces de sustituir a los extran­
jeros en determinado plazo, y otras medidas semejantes. 

Uno de los comentaristas de la Ley de 1972 había dicho que 
" la preocupación básica de la ley gira en torno a la limitación 
de los abusos que contienen los convenios sobre transmisión de 
tecnología . No es, en cambio, un instrumento legal que conten­
ga un sistema de incentivos para apoyar la investigación tecnoló­
gica nacional. Tampoco constituye un mecanismo que contri­
buya a la formación de una política nacional de adquisición de 
tecnología. No establece, por ejemplo, una regulación sobre las 
prioridades sectoriales en la importación de tecnología" .1 

1. Bernardo Sepúlveda Amor, " Política industrial y empresas trans­
nacionales en México", en el libro de varios autores Las empresas trans­
naciona/es en México, E 1 Colegio de México, 1 a. reimpresión, México, 
1972, pp. 62 y 63. 
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Estas críti cas son apli cables a la nueva Ley que, con la sola ex­
cepción de su artí culo 9, se desentendió totalmente de estos as­
pectos, desaprovechándose así la oportunidad para mejorar 
sustancialmente las condiciones en que se realiza el proceso de 
traspaso tecnológico y aumentar así su contribución al desarro­
llo del país. 

El artículo 9 de la Ley sobre el Control y Registro de la Trans­
f erencia de Tecnología y el Uso y Explotación de Patentes y 
Marcas (LCRTT) otorga facultades a la Sepafin para fijar políti­
cas en esta materia (fracción 11) y señala los criterios para es­
tablecerlas tomando en cuenta algunos de los aspectos indica­
dos arriba, aunque no contiene disposiciones sustantivas que se 
refieran explícitamente a esos temas, exceptuando lo relativo al 
" sistema de incentivos" que ya había sido establecido por el 
Decreto publicado en el Diario Oficial del 26 de noviembre de 
1980, complementado por el Acuerdo publicado en dicho Dia­
rio el 13 de abril de 1981 , sistema que en la práctica no ha fun­
c ionado adecuadamente. 

A nuestro juicio, esta legislación debe concebirse como un 
instrumento de la política en materia de c iencia y tecnología, 
que no sólo incorpore facultades de control , inspección y vigi­
lancia de los contratos de traspaso tecnológico en sus aspectos 
formales, sino que también contenga principios y disposiciones 
de carácter promociona! que atiendan sustantivamente a los 
procesos de selección, adaptación y asimilación de las tecnolo­
gías importadas, así como al desarrollo de tecnologías propias, 
aspectos que no cubrió la nueva ley. 

De ahí que, cuando vuelva a revisarse esta legislación, con­
venga incorporarle criterios cualitativos destinados a promover 
la adecuada selección, adaptación y asimilación de las tecnolo­
gías importadas y a estimular el desarrollo de tecnologías pro­
pias, mediante conductas concretas . 

Por ejemplo, en el ámbito de la selección, como lo sugirió 
Mauricio de Maria y Campos en reciente ponencia, hubiera sido 
útil introducir un precepto que dispusiera que la Sepafin no 
autorizaría la importación de determinada tecnología sin que 
previamente el receptor comprobara, a satisfacción de dicha 
dependencia, haber realizado una investigación de mercado 
para buscar otras tecnologías que ya existan en el país y que 
puedai:i adquirirse en términos y condiciones razonables .2 

Podría pensarse que el carácter discrecional de esa disposi­
ción y la precariedad de la estructura tecnológica interna 
obstaculizarían la fluidez del traspaso tecnológico al país . No 
lo creemos así, ya que México cuenta con órganos técnicos que 
a su vez poseen información sobre las posibilidades tecnológi­
cas internas tales como el lnfotec. Además, aun tomando en 
cuenta la escasez de la oferta tecnológica local, tal precepto 
hubiera sido un método adecuado para promoverla. 

Por lo que se refiere a los aspectos de asimilación y adapta­
ción de las tecnologías importadas, deberían incluirse disposi­
ciones relativas a la obligación de los interesados de presentar 
programas de investigación y desarrollo que detallen, en forma 

2. " Mecanismos e instrumentos de la política científica y tecnológi­
ca" , ponencia presentada en la Reunión Nacional de Consulta Popular 
convocada sobre el tema por el Instituto de Estudios Políticos, Econó­
micos y Sociales del Partido Revolucionario Institucional, realizada en 
México en junio de 1982. 
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clara y prec isa, los métodos de adapta c ión, integra c ión y absor­
ción y los plazos en los cual es dichas actividades se ll evarán a 
cabo. 

También resultaría conveniente establecer disposiciones 
que promuevan directamente las ac tividades de investigación y 
desarrollo tecnológicos en nuestras empresas , señalando, por 
ejemplo, que cada empresa importadora deberá reali za r al me­
nos un proyecto concreto .por sí misma en sus instal aciones, o 
asociada con otras de la misma rama, o bien en algún centro de 
investigac ión local. 

Otra omisión de la LCRTT es la ausencia de una disposición 
que prohíba que, al final del contrato, el adquirente se compro­
meta a dejar de usar la tecnología importada. Este precepto, 
aunque no aparecía en la Ley anterior, debió introdu cirse, apro­
vechando la oportunidad, a fin de evitar que se prolongue inde­
finidam ente la dependencia tecnológica que padece el país . 

Desde el punto de vista de la política tecnológica , es negati­
vo el balance entre los aciertos y aspectos positivos, por una 
parte, y las omisiones y deficiencias, por la otra, de la nueva 
Ley, en comparación con la anterior. Es así, porque no se apro­
vechó cabalmente la revisión para llevar a cabo un verdadero 
cambio, una transformación estructural del sistema de control 
del proceso de traspaso tecnológico, con el fin de fortalecerlo, 
añadiéndole, además, los aspectos promocionales del desarro­
llo tecnológico a que antes nos referimos. 

Sin embargo, desde el punto de vista jurídico, como demos­
traremos más adelante, el balance es positivo porque la estruc­
tura formal de la nueva Ley supera a la de la anterior. 

LOS CAMBIOS MÁS IMPORTANTES DE LA NUEVA LEY 

L a LCRTT no introduce cambios fundamentales en el sistema 
implantado por su antecesora, ya que conserva el mismo 

método para la inscripción y control de los contratos, el régi­
men de impedimentos, la posibilidad de recurrir a las resolucio­
nes que emita la Sepafin y la invalidez de los actos jurídicos 
que no se presenten a registro o cuya inscripción les sea negada. 

No obstante, la nueva Ley entraña un esfuerzo serio de ade­
cuación, desde el punto de vista estrictamente formal, ya que 
se enmiendan casi todos los preceptos de la anterior. 

Sólo se tomaron íntegros y textuales los incisos a) y f) del ar­
tículo 2; el artículo 3, fracciones 1, 11 y 111 ; las fracciones V, VI 1, 
VIII, IX, XI y XIII del artículo 7; el primer párrafo (encabezado) 
del artículo 9 y sus fracciones 11, 111 y IV, así como el artículo 1 O. 
Algunas otras disposiciones se modifican ligeramente, como los 
artículos 4 y 5, y no se excluye a ninguna de las que integraban 
el viejo ordenamiento. De ahí que no haya una ruptura con el 
régimen jurídico anterior, sino una modificación con base en la 
experiencia acumulada por las autoridades al aplicar la Ley, lo 
cual nos parece positivo. 

La legislación en materia de traspaso tecnológico forma par­
te del Derecho Económico y una de las características de éste 
es su dinamismo, su vinculación con la coyuntura . De ahí la ne­
cesidad del cambio para ajustar la norma con la realidad. La 
nueva LCRTT logra ese objetivo de ajuste . Mejora la redacción 
de la anterior en múltiples ocasiones. Está mejor estructurada, 
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desde el punto de v ista de la sistematizac ión jurídica, y ti ene 
además la v irtud de inspi rarse en la prácti ca mexicana. 

Algunos de los camb ios más importantes son: se dec lara 
expresa mente que es una ley de orden públi co e interés social; 
se añaden nu evos ac tos al catá logo de los que son de inscrip­
ción ob ligatori a y se exc luyen otros de tal inscripción . Ademá s, 
la nueva ley incluye como impedimentos para la inscripc ión al­
gunas práct icas comerciales restrictivas perjudiciales para el 
país; considera todos los impedimentos dispensa bl es; incluye 
nuevos criterios para que la Sepafin f ij e las políticas de regul a­
c ión del traspaso tecnológico y, fin almente, es tab lece un seve­
ro régimen de sanciones. 

Esta en un ciac ión de novedades pone de manifiesto la impor­
tancia del nuevo o rdenamie nto como instrumento pa ra regul ar 
la importación de tecnología al país . 

ALGUNAS DE LAS PRINCIPALES DISPOSICIONE S 

E n el artí culo 1 de la LCRTT se estab lece que es de orden 
público e interés social y que su ap li cac ión corresponde al 

Ejecutivo federal por cond ucto de la Sepaf in . Se añade igua l­
mente que su objeto es el "control " y la "ori entación" de la 
transferencia tecnológica, as í como el fomento de fuentes 
" propias" de tecnología . Sin emba rgo, no contiene preceptos 
que tiendan a alca nzar el segundo objeti vo, lo cual configura 
su ca rá cter defensivo. 

La primera parte de la d ispos ic ión res ulta adec uada, porque 
efect iva mente esta ley es de orden público, en vi rtud de que su 
tem át ica guarda una estrec ha vinculación con el proceso de de­
sarro llo del país, lo que amerita que se le ubique como un con­
junto de normas cuyo cumplimiento no puede quedar liberado 
al arbitri o de los particulares. Es un acier to del legis lador mexi­
ca no habe r hecho exp lí c ita su naturaleza jurídi ca. 

En la primera parte del artí cu lo 2 de la nueva ley se recoge 
la disposición del artí cu lo 2 de la anterior, pero se mejora sus­
t anc ialmente la redacción. 

En efec to, la ley abrogada decía que "es obl igatori a la ins­
cr ipc ión"; la nueva dispone que " deberán ser inscritos", texto 
que es más claro en cuan to al contenido del deber jurídico que 
se impone a todos aque llos su jetos que ce lebren contratos de 
los que la ley regul a. 

En el ámbito meramente gramatical, el legis lador de 1982 
suprimió el uso de la expres ión " actos, convenios o contra tos" , 
utilizada po r el de 1972, para quedarse con la de "convenios, 
contratos y demás actos". En este aspecto se mostró poco afor­
tunado, ya que hubiera procedido con mejor técn ica si sólo se 
hubiera referido a los "actos jurídicos" , como lo sugirió oportu·· 
namente Vázquez Pando, 3 o si hubiera respetado la terminolo­
gía anterior, ya que lo de " demás actos" resulta innecesario.4 

3. Fernando Alejandro Vázquez Pando, "Notas para el estud io de Ja 
Nueva Ley sobre el Reg istro de la Transferencia de Tecnología y el Uso 
y Explotación de Patentes y Marcas", en Re vista Jurídica, anua rio de l 
Departamento de Derecho de Ja Universidad Iberoameri cana, núm. 5, 
M éx ico, julio de 1973, p. 711 . 

4. Jaime Á lvarez Soberan is, La regulación de las invenciones y mar­
cas y de la transferencia tecnológica , Editor ial Porrúa , México, 1979, 
p. 267. 
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El artículo 2 de la nueva ley, lo mismo que su predecesor de 
igual número, desc ribe los actos de inscripc ión ob ligatoria, 
incluyendo no só lo los conten idos en el artí cul o 2 de la de 1972, 
sino también los que la Ley de In ve nc iones y Marcas de 1976 
considera que deben inscribirse en el Registro Nac ional d e 
Transferenc ia de Tecno logía . 

Desde el punto de v ista de la técn ica jurídica, resulta ade­
cuada est a enumeración de actos registrables procedentes de 
un ordenamie nto juríd ico distinto, pues to que debe ser la Ley 
de Transferencia de Tecno logía, que es la de la materi a, la que 
contenga un ca tálogo completo de los actos jurídicos de ins­
crip ción obligatoria en el Registro . 

Así lo recomendamos en su oportunidad y nos congratula­
mos de que esta deficiencia técn ica de la ley se haya superado 
satisfactori amente. 5 

Por desgracia, la LCRTT omitió regular dos supuestos 
jurídi cos que se han dado en la práctica: la ces ión de certifica­
dos de invenc ión y la de nombres comerc iales. En un a futura re­
v isión convend rí a incluir estos actos en el catá logo de los que 
la ley considera de inscripc ión ob li gatori a. 

CATÁLOGO DE ACTOS 
DE INSCR IPCIÓN OB LI GATOR IA 

L as principales novedades de la ley en cuanto al ca tálogo de 
actos de insc rip ción obligatoria consisten en incluir, como 

ob jeto de regulación jurídica, cuat ro tipos de contratos. 

Los nuevos actos que deben inscribirse son la concesión d e 
uso o autorización de exp lotaci ón de modelos y dibujos in­
dustriales, que en la ley anter ior aparecían junto con las paten­
tes (inc iso c); los se rvicios de asesoría, consultorí a y supervisión, 
cuando se presten por personas fí sicas o morales extranjeras o 
sus subsidiarias, independientemente de su domic ilio (inciso k); 
la concesión de derec hos de autor que impliquen exp lotación 
industr ial (inciso 1), y, finalmente, los programas de computa­
ción (inciso m). Comentaremos brevemente estas novedades. 

• "La conces ión del uso o autorización de explotac ión de 
modelos o dibujos industriales" (in ciso c del artículo 2 de la LCR­
TT). 

Los modelos o dibujos industriales son instituciones c lásicas 
de la propiedad industrial , regul adas por la Ley de Invenciones 
y Marcas, en sus artículos 1 y 81 a 86. Se trata, en el primer ca­
so, de "form as plásticas" que sirven de tipo o modelo para la 
fabricación de productos y, en el segundo, de "combinación de 
figuras, líneas o co lores" que se in co rporan a un producto. 

La in clu sión de los actos jurídicos que involucren el uso de 
modelos o dibujos industriales en fo rma explí c ita y autónoma 
es un ac ierto del legisl ador de 1982. Estas institu ciones habían 
quedado inc luidas en el rég imen de regulación de la transferen­
cia tecnológica en el inciso b del artículo 2 de la ley abrogad a, 
que se refería también a las patentes. Nos parece adecuado que 
hoy se regulen exp lí ci tamente, ya que se aplican a productos in­
dustriales y pueden tomarse del exterior, constituyendo una 

5. /bid' pp. 276 y 277. 
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fuente de sa lida de divisas. Así ocurre también en otros países 
latinoamericanos, como Argentina y Venezuela, aunque no en 
Brasil y el resto del Grupo Andino.6 

• "Servicios de asesoría, consultoría y supervisión, cuando 
se presten por personas física s o morales extranjeras o sus subsi­
diarias, independientemente de su domicilio " (inciso k del 
artículo 2) 

Consideramos que la ambigüedad en la redacción del texto 
legal, al incluir todo tipo de contratos de asesoría, consultoría o 
supervisión, constituye un error del legislador de 1982, puesto 
que sólo debió regular aquellos que se refieran a la operación y 
actividades de las unidades productivas de bienes y servicios, 
como, por ejemplo, los estudios de factibilidad y de mercado, 
excluyendo los que no tienen relación con la producción o 
distribución de tales bienes o servicios. 

Al no haber procedido de esta manera, se tendrá que inscri­
bir en el Registro una enorme variedad de contratos (como los 
de asesoría contable o legal) que no debieron haberse sometido 
a control porque no se relacionan con el proceso de traspaso 
tecnológico, que es la materia misma de la ley. 

Sin embargo, si consideramos sustantivamente a estos actos, 
es un acierto su incorporac ión dentro de la regulación jurídica, 
a pesar de las defic iencias en la redacción, ya que -como indi­
ca Carlos Correa- su control "es de la mayor trascendencia 
desde el punto de vista de la oferta local de esos servicios, así 
como por la gran incidencia que la fase de consultoría tiene en 
la determinación de los proyectos de inversión".7 

En la ley anterior de Argentina y en las vigentes de Brasil , 
Colombia y Venezuela, la asesoría y consultoría están sujetas a 
control gubernamental, fundamentalmente con el propósito de 
proteger y promover a las empresas locales. Además, los gobier­
nos han adoptado otras modalidades de apoyo y respaldo, entre 
las que destacan las de carácter financiero y técnico que, en el 
caso de nuestro país, están a cargo del Fondo Nacional de Estu­
dios de Preinversión de Nacional Financiera, S.A. · 

Otra enmienda importante contenida en este precepto es la 
que se refiere a la nacionalidad del otorgante de los servicios, 
en este caso de asesoría, consultoría y supervisión, porque sólo 
deben inscribirse los contratos cuando sean proporcionados por 
extranjeros, ya que la ley de 1972 en ninguna de sus disposiciones 
estableció una distinción en cuanto a la nacionalidad de los suje­
tos participantes en los actos jurídicos objeto de regulación. 

Esta alusión a la nacional idad de una de las partes podría 
crear en los proveedores foráneos la impresión de que es una 
norma discriminatoria, e incluso llevarlos a cuestionar su cons­
titucionalidad, aunque, a nuestro juicio, no fue la discrimina­
ción un propósito del legislador (y no creemos que sea inconsti­
tucional). 

Como es frecuente que dichos servicios se proporcionen por 
empresas extranjeras o sus subsidiarias a empresas' locales, con 

6. Véase Banco Central del Ecuador, División Técnica, Regímenes 
de. ·control de la transferencia de tecnología en América Latina , INTAL­

BID, estudio realizado por Carlos M. Correa, Quito, 1980, pp. 54 y 55 . 
7. Banco Central del Ecuador, op. cit., pp. 60 y 61 . 
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los consiguientes pagos de rega lí as (que pudieran ser cuan­
tiosos y, lo que es más grave, provocar el desplazamiento de 
nuest ras empresas consultoras), su regulac ión por la ley era ne­
cesa ria , independientemente de qu e la redacción de la norm a 
fu e defi c iente. 

• "La concesión de derechos de autor que impliquen explo­
tación industria/ " (inciso 1 del artículo 2) 

Julio Treviño critica la palabra "concesión" que emplea el 
legislador, afirmando que resulta ambigua y que debió haberse 
empleado la figura jurídica de la licenc ia o la cesión, que son 
las propias para es tos casos. Su c rítica resulta valedera. 

En la región latinoameri ca na, sólo Colombia ha inc luido la 
regulación de los derechos de autor en la legislación de traspa­
so tecnológi co, según se dispone en el artículo 102 del Dec reto 
444, modificado por el Decreto 688/67. A pesar de ello, los res­
pectivos contratos son aprobados en forma prácticamente 
automática. Argentina, Brasil, Ecuador y Venezuela los exc lu­
yen de l control.8 

No se trata de actos jurídicos que tengan una gran frecuen­
cia o que impliquen pagos considerables al exterior. Se nos ha 
informado que se incluyeron en la regula c ión con el propósito 
de que no se utilizaran como contratos " paralelos " para evadir 
la aplicación de la ley. 

• "Los programas de computación" (inciso m del artículo 2) 

Incluir los actos jurídicos que tienen por objeto programas 
de computación es otra innovación importante de la LCRTT, que 
no encontramos en ningún otro ordenamiento jurídico latino­
americano. 

Su incorporación obedece a que el Registro se percató de la 
importancia que tienen los programas de computación como 
vehículos de transmisión de conocimientos de toda índol e, 
incluidos los técnicos. A nadie escapa que, hoy en día, median­
te ellos pueden efectuarse variadas actividades empresa rial es. 
De hecho, las unidades productivas de tamaño mediano y gran­
de los utilizan intensivamente. 

Sin embargo, hay tal cantidad de programas de computación 
de índole tan variada, que debió discriminarse respecto de 
cuáles debía conocer el Registro . Por ejemplo, los programas de 
computación para nóminas y pagos de sueldos, que utilizan las 
empresas nacionales y que en ocasiones les son arrendados por 
otras, no tienen interés ni trascendencia desde el punto de vista 
del traspaso tecnológico, por lo que su regulación es innecesaria. 

Un reglam ento ulterior podría solucionar adecuadamente 
este problema, al aludir al destino de los programas, ya que tal 
como está redactada la disposición se deberán presentar a ins­
cripc ión todos los contratos referidos a esta materia. 

LAS MAQUILADORAS 

E 1 artículo 4 de la LCRTT se inspira en la fracción V del ar­
tículo 3 de la vi eja ley, aunque le cambia to talmente el 

sentido. En efecto, en el régimen anterior, las operaciones de 

8. Banco Central del Ecuador, op. cit., p. 59. 
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las empresas m aq uil adoras quedaban excluidas de la insc rip­
c ió n, aun cuando incurriera n en alguno de los supues tos prev is­
tos por la ley En el ord enam iento jurídi co v igente se han in co r­
porado expresame nte ta les operac io nes al régimen esta bl ec ido 
por la propia LCRTT. Ello imp li ca que, en lo sucesivo, deberán 
inscribirse en el Reg istro todos los contratos que se ref ieran a al­
guno de los supu es tos previstos por el artícul o 2, ce lebrados por 
una empresa maqu il adora con ot ra empresa, ya sea nac ional o 
extran jera. 

RÉGIMEN APLICABLE 
A LOS CONTRATOS VIGENTES 

D esde el punto de v ista jurídico, una de las omisiones más 
graves de la LCRTT es la ausencia de un rég imen transitorio 

para aque ll os contratos que es tán en ejecuc ió n, que se ce lebra­
ron antes de su v igencia y que ahora deben in cribirse en el Re­
gistro. 

Surgen aquí var ias interrogantes que la LCRTT no responde. 
¿C uál es el plazo para presentar a inscripc ió n los contratos vi­
gentes que según la nueva ley deben reg istrarse? ¿A part ir de 
cuándo surte efectos la concesión de la insc ripción para tal es 
contratos? ¿Deben és tos modifica rse para acata r de inmediato 
las dispos ic iones de la LCRTT, a pesa r de haber sido concertados 
con anterioridad a su v igencia? Esta om isión les iona la necesa­
ri a segurid ad jurídi ca con la que deben contar los particulares 
que participan en el proceso de traspaso tecno lógico, y oca­
sionará graves problemas a la autorid ad adm inistrati va. Sugeri­
mos que, en obv io de dificultades, el Registro sea f lex ible en 
cuanto a la renegoc iac ión de estos contratos, aunque sin dejar 
de ex igir su presentación porque as í conv iene al interés púb li co . 

LAS FACU LTADES DE LA SEPAF IN 

Las primeras cuatro fracci ones de l artículo 9 no tienen ante­
cedentes en la Ley de 1972 y constituyen una aportac ión 

muy constru ctiva del nuevo ordenamiento jurídico a la causa 
del desarro ll o tecno lóg ico nac ional. 

Este precepto agrupa las f ac ultades que la LCRTT otorga a la 
Sepafin . Al hace rlo hace explícitos los obj et ivos y finalidades 
de l prop io ordenamiento. La norm a es importante porque es­
t ablece el ámbito de acción de la auto rid ad en esta manteri a, 
ya que, atendi endo al princ ipio de lega l id ad que rige a nues tro 
sis tema jurídico, no podrá ll evar a cabo ninguna otra fuera de la 
esfe ra de competenc ia que la ley le as ignó. 

La fracc ió n 1 del artícul o 9 recoge la princ ipal facultad que 
o to rga la Ley a la Sepafin: reso lver sobre la conces ión o negat i­
va de la insc ripc ión de los contratos a los que se refiere el 
artí cu lo 2 de la LCR TT. Esta facu ltad debe ejerce rla la 
Secretaría precisamente a través de l Reg istro, tal com o se orde­
na en dicho precepto. 

La compete ncia ha sido at ribuid a a un so lo órgano admi­
nistrativo, concentrándose en la Sepafin todas las fun ciones y 
las fa cultades para actuar. No se siguió el ejemplo de Bolivia, 
Co lombia, Ecuador y Perú, donde los órganos competentes 
para ejerce r e l control son de ca rá cte r co leg iado, pudiendo de 
es ta manera "contribuir sign ifi cat ivamente a que las distintas 
áreas gubernativas vincul adas, afectadas o interesadas en la 
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tran sferencia de tecno logía extern a contribuyan, por un lado, 
con los puntos de vista propios de sus respec tivos secto res, y a 
que asum an y res palden, por e l otro, e l respec tivo proceso dec i­
sori o. El p rim er aspecto se relaciona con la compatibili zac ión y 
coordin ac ión de la polí t ica de transferencia de tecnología con 
ot ras pol íti cas gubern amenta les . E 1 segu ndo concie rn e al apoyo 
po lí tico insti tucional necesa rio para la efi cac ia de las act ivid a­
des de l o rgani smo competente" .9 

Has ta 1978, antes de su fu sión con la Direcc ión Genera l d e 
1 nve rsiones Extranjeras, el Reg ist ro contaba, aun cuando info r­
malmente, con e l apoyo de un Comité Técnico de ca rá cter in­
tersecretarial, que tenía la fun c ión de seña lar al Registro po líti­
cas generales de acción y criterios para ponerlas en prácti ca. ·i o 

Hubiera resultado positivo que la nu eva ley forma li za ra la 
ex istencia del Comité, con el objeto de sat isfacer las fun ciones 
señal adas arriba . 

La dispos ición jurídica que com entamos otorga a la Sepaf in 
un a fa cultad discre cional , es decir, un poder libre de aprecia­
c ión, puesto que c laramente estab lece que dicha dependenc ia 
podrá reso lve r "sobre las cond iciones en qu e deba admitirse o 
nega rse la insc ripción" . 

Este es un indiscutible acierto de l leg islador de 1982, porque 
se e5 tablece de modo explícito un hecho que se había prese nta­
do en la práctica desde la creac ión del Reg istro, que consiste en 
la " negoc iac ión" entre un a o ambas partes contratantes y el 
propio Registro sobre las " cond ic io nes " para la aprobación de 
sus acuerdos de tra spaso tecno lóg ico. 

La f racc ión 11 del artí culo 9 constituye una verdadera nove­
dad de la leg islac ión mexicana frente a las del resto de América 
Lat in a, con la so la excepc ión del Acto Normativo 015 de Bras il. 

Esta norma concede a la Sepafin la facultad de " fij ar políti­
cas" para la transferencia de tecnología y en li sta en siete incisos 
los criterios ge nera les que debe atender para realizar esa tarea . 

Transcribiremos aquí textu almente los criterios: 

" a) Or ientar adecuadamente la se lección tecnológ ica. 

" b) Determinar los lím ites m áx imos de pago de acu erdo con 
e l precio menor de las alternativas disponib les a nivel mundi a l, 
conform e a los intereses de M éx ico. 

" c) Incrementar y diversifi ca r la produ cc ión en bienes yac­
tividades prioritarias. 

"d) Promover el proceso de as imilación y adaptación de 
tecnología adquirida. 

"e) Compensar pagos, a través de exportac iones y/o sustitu­
ción de importaciones. 

" f) Orientar contractualmente la investigac ión y desarrollo 
tecno lóg ico. 

9. Banco Central de l Ecuador, op. cit ., p. 43 . 
10. Con respecto a la integ rac ión y funciones del Comité véase Á l­

va rez Soberan is, op. cit., pp. 202 y 203 . 



1122 

" g) Propiciar la adqu isic ió n de tecno logía innovadora. 

" h) Promove r la reor ientac ió n progresiva de la demanda 
tecnológica hac ia f uentes internas y fomentar la exportac ión de 
tecnología nac ional. " 

De esta li sta só lo nos preocupa el cr iter io que se expresa en 
el in c iso b respecto a " límites máximos" de los pagos tec no lóg i­
cos, ya que no es conven iente fijarlos, a pesar de que esa sea la 
p ráct ica en ot ros países, como, po r ejempl o, en Co lomb ia. 

En efecto, cua ndo se fijan pagos m áx imos de rega lí as por 
sec tor indust ri a l, quienes suministran la tecno logía tienden a 
ex igir el máx im o aceptab le a l sabe r de antem ano que ese pago 
está aprobado por la auto rid ad y lo que en teoría eran ni ve les 
máximos se conv ierten en la práctica en niveles mínimos. 

Por otra parte, es bien sab ido que el precio de la tecnología 
es res ultado de un proceso de negociación y no es posible es­
t ab lecer un criteri o genera l de pagos acepta bles ni siquiera por 
ramas indu stri ales, ya que no hay un " precio internacional " ni 
un mercado propio para este importante insum o. 

No; congratul amos de que la ley contenga es te catá logo de 
cri te rios de po líti ca tecno lóg ica. No obstante, insist imos en que 
faltó expresa rl os en dispos iciones sustantivas que exig ieran 
condu ctas concretas de sus destin atari os. Ello hubiera signifi ca­
do un enorme avance en la regul ac ión del proceso de traspaso 
tec no lóg ico, de incuestionable beneficio para el país. 

La fracción IV dispone que la Sepafin es tá facultada para 
promover el desarrollo tecnológico nac ional m ed iante el es­
tablecimiento de meca nismos de política indust rial. 

La norma da pautas para que la autoridad se es fu erce en v in­
cular la tecnol ogía a la industr ia, que es, al m ismo ti empo, su 
principal fu ente y usuario. En este ámbito convi ene menc ionar 
que la presente administración ha adoptado algunas med idas, 
como el sistema de in centivos a que se ref iere el Decreto publ i­
cado en e l Diario Oficial del 26 de noviembre de 1980, comple­
mentado por el Acuerdo que apareció en di cho Diario el 13 de 
abril de 1981 . 

LOS IMPEDIMENTOS PARA LA IN SCR IPCIÓN 

E 1Capítulo111 de la LCR TT se refiere a " Las causas de negat i­
va de inscripci ó n" y consta de tres artícul os : el 15, el 16 y el 

17, que recono cen como origen común a los artí culos 7 y 8 de la 
ley abrogada Estos son los preceptos esenc iales de la ley. " 1 m­
pedimentos para la insc ripci ó n" p referimos llamarl as, tom ando 
la denominación del efec to que se produce si el contrato con­
ti ene alguna est ipulac ión de las que la ley prevé. 

En es te ám bito, la LCR TT introdujo cambios fundamentales 
res pecto de su antecesora. Desde el punto de vista formal divi­
de a las "causas de negati va" en dos preceptos (artí culos 15 y 
16), pero com o ambos las tratan de igual m anera, la separación 
resulta innecesa ria . 

Al parecer, el proyecto ori ginal tenía tratamientos distintos 
para las causas que aparecen en uno y otro de los artículos y la 
diferenciación se suprim ió durante el proceso de rev isión de la 

nueva ley sobre transferenc ia de tecnología 

ini ciativa, de jando ahora ininteligib le por qué dos art ículos se 
oc upan del mismo tema. 

El art ículo 16 cont iene algu nos de los imped imentos que la 
Ley de 1972 cons ideraba " no dispensables" (fraccion 2s 1, XI 11 y 
XIV de l artícu lo 7 de d icha Ley). De ahí la presunc ión de que ini ­
cialm ente los autores del proyecto se proponían tratar en forma 
diferencial las causas de negativa, y algo lo impi d ió 

Otra enm ienda cons iste en que la LCRTT suprimió la c las ifi­
cación de imped imentos en abso lutos y dispensables, ya que de 
acuerdo con su art ículo 18 todos son d ispensab les. A l haber 
proced ido as í, ha dado al traste con el esfuerzo de un decenio 
de suprimir prácticas comerc iales restri ct ivas que había ll evado 
a cabo el Registro, ya que ahora se verá suj eto a la presión de 
los proveedores extra njeros para que las acepte y probablemen­
te cede rá en más casos que con el sistema anterior, en el que só­
lo podía se r flexible respecto de las menos graves, y no de todas. 

Esta desafortunada modificación es un paso atrás con res­
pecto al ob jetivo de cont ro lar adec uadamente la transmisión 
de tecno logía a nuestro paí s. No nos exp li ca mos el porqué de 
la enmienda, ni encontramos propósitos de conveni enc ia para 
el país que la justifiquen. No creemos que la situac ió n económ i­
ca por la que at rav iesa México haga aconse jab le que se abran 
las puertas a rest ri cc iones indeb idas en los contratos de traspa­
so tecnológico. 

Por otra parte, desde el punto de v ista estri c tam en te 
jurídico, el nuevo sistema de la LCRTT trae como consec uenc ia 
una ampliac ión del ámb ito en el que la autoridad puede usar su 
arbitrio, ya que el artícul o 17 otorga al Registro facultades 
discrecional es al estab lecer que determinará l as "s itua c io nes 
de excepción", atend iendo a c ircunstanc ias "de beneficio" pa­
ra el país , sin precisar cuáles pueden ser éstas, ni seña lar límites 
para su acc ión. 

Es c ierto que las facultades discrecionales son necesa rias y 
hasta indispensab les en este ámbito, pero no se just ifi ca qu e se 
ext iendan a todos los casos, porque de esa m anera se afecta la 
seguridad jurídica con que deben contar las autoridades y los 
particulares. 

A continu ac ión analizaremos algunos de los ca mbios m ás 
importantes que introduj o la LCR TT en cuanto a los " impedi­
mentos" para la insc ripción 

El artículo 15 de la LCRTT rep roduce si n camb ios significati­
vos el encabezado del artí cul o 7 de la ley abrogada, al dispo­
ner que la Sepafin no inscrib irá los actos jurídi cos a que se 
contrae e l art ículo 2 en los casos indicados en el texto de ese 
propio precepto. 

La fracc ió n 11 del artí cul o 15 recoge lo dispuesto por la frac­
ción IV del artí culo 7 de la ley abrogada sobre la prohibición de 
que se pacte n grant-back provisions,11 o sea, c láusul as de retro­
ces ión, en beneficio del proveedor, de innovaciones o mejoras 
que ll eve a cabo el adqu irente. 

Como novedades añade en su texto que quedan prohibidas 
no só lo cuando se trate de ces iones sino también de 1 icenc ias, y 
establ ece la excepc ión consistente en que "exista rec iproc idad 
o benefic io para el adquirente en el intercamb io de informac ión". 

11 . Véase, a l respecto, Álva rez Sobera ni s, op. c it., pp. 555 y ss. 
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La excepc ión que introdujo lu ley se justifica p lenamente y 
el nuevo ordenam iento jurídico la recogió de los Cri te ri os Gene­
ra les de ap li cuc ión de la ley expedidos en 1974. 

La rec iproc idad debe aba rca r tres aspectos fundamenta les: 
e l territorio, el grado de exc lu siv idad y los pagos. 

Po r ejemp lo, el Registro había aprobado co nt ratos en los 
qu e se pac taba n que si la emp resa adq uirente realizaba innova­
c iones o mejoras, las pondría en conoc im iento de l proveedor y 
éste pagaría un prec io mutu ame nte convenido y aceptab le por 
e l derecho de usuar ias en su país de o ri gen (si es que al receptor 
se le hubiere otorgado como territorio el de nues tro país) y en 
forma exc lusiva (si es que al receptor se le hubiera co ncedido 
exc lusividad). Esta se rí a una c láusu la en que ex iste un a abso lu­
ta rec iproc idad entre las partes. 

La fracción IV del precepto ob jeto de aná lisi s reitera la dis­
posición de la f racc ión VI del artícul o 7 de la ley derogada: no 
se acept arán con tratos en los que se pacte " la ob l igac ión de ad­
quirir equi pos, herramientas, partes o materias pr im as, exc lusi­
vame nte de un ori gen determinado" (o sea, que conf irma la 
prohibición con respecto a las c láusul as de atadura), pero se 
agrega la condi c ión "ex ist iendo otras al ternativas de consumos 
en el mercado nacional o intern ac ional". 

Es inadecuada la f rase f inal que inc luyó e l leg islador. Las 
c láusul as de am arre o vinculatorias no deben aceptarse en nin­
gú n caso, por lo que, al haber hec ho f lex ibl e la aplicación de la 
norma, se perjudica a la economía de l país. 

Mucho nos sorprende que en luga r de buscarse un con tro l 
más efec ti vo, propósito de las nuevas leg islac iones de otros 
países en desa rro ll o, en el caso de México se haya adop tado un 
enfoq ue libera l que cont raría los obj et ivos de industrialización 
del país y de una sa na autodete rmin ación tecnológica. 

La fracc ión X del artí cul o 15 de la LCRTT se inspira, en su pri­
m era parte, en lo dispuesto por el artícu lo 7, fracción XI I de la 
antigua ley, que p ro híbe las c láusulas por las que el adq uirente 
se ob ligue a ce leb rar cont ratos de venta o representación exc lu­
siva con el proveedor de la tecnología 

La segund a parte del nuevo precepto const ituye una excep­
c ión a esa regla genera l. Se tomó, textua lmente, de los Cr iterios 
Genera les de ap li cac ión elaborados por el Regi stro en 1974. 

La excepc ió n se refiere a los produ ctos que se destinen a la 
expo rtac ión cuando "e l adquirente lo acepte y se demuestre, a 
sa ti sfacc ió n de la Sepaf in , que e l proveedor cuenta con meca­
nismos adecuados de distribución o que goza de l prestigio co­
m erc ial necesa ri o para ll eva r a cabo, en mejores condi c iones 
que el adq uirente, la comercia li zac ió n de los productos". 

Respec to de esta excepci9n, " muy laxo nos parece el criterio 
de l Reg istro y aun cuando en a lgún caso pudiera justifi ca rse la 
dispensa, lo grave es que no ti ene e lem entos para inves tigar 
adecuada mente los supues tos que se contienen en el criterio y, 
por lo tanto, se co rre el ri esgo de conceder la inscr ipc ión a 
contratos que no lo ameriten".12 

12. Álva rez Sobera nis, op. cit, p. 550. 

1123 

La fracc ió n XI de l artí cu lo 15 de la nueva ley no ti ene ante­
cedentes en la ante ri o r, aunqu e sí en la práct ica ad ministrativa 
de l Registro, y se ref iere a la durac ión de la conf idencia lidad . 
Dicho precepto dispone qu e no se insc ribi rán los cont ratos 
"cuando se ob ligue al adquirente a guardar en sec reto la infor­
m ac ión técnica suminist rada por el proveedor más all á de los 
términos de v igenc ia de los actos, conven ios o cont ratos, o d e 
los estab lec idos po r las leyes ap li cab les". 

A l referirse a los p lazos de confidenc ialid ad "esta bl ec idos 
por las leyes ap licab les" , el leg islador mex icano recog ió una su­
gerenc ia formul ada por el G rupo B (países ava nzados d e 
econom ía de m ercado) en las negociaciones del Código In ter­
nac ion al de Conducta para la Transfe ren c ia de Tecnol ogía que 
se está n ll eva ndo a cabo en la UNCTAD, ya que el artícu lo 14 de 
la secc ión B del capítul o IV de l proyecto (texto vigente al 10 d e 
ab ril de 1981) considera a las " restr icc iones de la uti li zac ión de 
la tecnología después de la exp iración o term in ac ión de l ac uer­
do" co mo una práctica inaceptabl e, y el Grupo B ha propuesto 
añadir com o excepción "a menos que la tecnología esté lega l­
mente proteg ida o no haya pasado a se r del dominio 
públi co" .13 

Es adecuada la redacc ión de la d ispos ic ión y un ac ierto 
inc luirl a en la ley. Con ell a se pone punto fina l al debate per­
manente que sostuvo el Registro con los proveedores de 
tecnologí a y en el q ue, desafortunadam ente, el Poder Judic ia l 
Fede ral había resue lto var ios jui c ios de ampa ro en favor de es­
tos últimos. 

Es muy importante que a l final del contrato pueda el ad­
qu irente disponer de los conoc imientos técnicos por cuya trans­
misió n ha pagado, en la form a que est ime más conveniente a 
sus intereses, por lo que esta no rma rendirá óptimos frutos en 
beneficio de las empresas compradoras de tecno logía y de la 
economía del país en su conjunto . 

La fracción XII del artículo 15 constituye un a importante no­
vedad de la LCRTT, sin antecedentes en la leg islac ión m ex ica na. 
Dispone que se rec hazarán aquellos contratos en los " que no se· 
es tabl ezca en forma expresa que el proveedor asumirá la res­
ponsabilidad en caso de que se invada n derechos de propiedad 
industri al de terce ros". 

La fu ente de inspiración de esta disposic ión sobre la respon­
sab ilidad de l li cenc iante se encuentra, de nueva cuenta, en los 
Criterios de apli cac ión de 1974. " En el Bras il , el Acto Normativo 
015 de l INPI prevé que no será n aprobados los ac tos en que se 
'ex im a al li cenc iante de respon sab ilidad frente a eventuales ac­
c iones de terceros, inherentes al contenido de la licenc ia objeto 
del contrato' [Artí culo 3.5.2 (c) (v)], u originadas en vicios, defec­
tos o por infracc ión de derec hos de propiedad industri al inhe­
rentes al co ntenido tecno lógico del contrato [Artí culo 4.5.2 (d) 
(vii), y Artículo 5.5.2 (d) (vii)] " 14 

Por primera vez la ley m ex icana ex ige una condu cta concre­
ta de las partes en los contratos e impone una obligación 

13. Véase, al respecto, Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
un Cód igo 1 nternacional de Conducta para la Transfe rencia de 
Tecno logía, Proyecto de Código, Situac ión del texto al 10 de ab ril de 
1981, Documento TD/COD E/TOT/33, Nac iones Unidas, 1981, p. 33. 

14. Banco Centra l del Ecuadro, op. c it ., p. 104. 
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Pspecífica a l proveedor de la te cno log ía, en el sent ido dP asu­
mir la responsabilidad para el caso de que se invadan derec hos 
de propiedad industria l de terc eros. Esto resulta mµy positivo 

La frac c ión XIII del artículo 15 de la LCRTT constituye un pre­
cepto novedoso respecto de la Ley de 1972. Es im portante 
subraya r qu e esta disposición ex ige de l proveedor una conduc­
ta positiva que consiste en " ga rantizar la ca lidad y los resulta­
dos de la te cnología cont ratada". 

La disposición parece haberse tomado de la legislación que 
se está formulando en la UNCTAD. El proyecto de Código Inter­
nacional de Conducta para la Transferencia de Tecnología, en 
su versión al 10 de abril de 1981 , contiene un capítulo sob re 
garantías, en cuyo artículo 5.4, incisos iv) y v), se estab lece lo si­
guiente: " La garantía del proveedor de tecnología de que ésta 
responde a la descripción hecha en e l acuerdo de transferencia 
de tecno logía; y de que ésta, si se utiliza con arreglo a las in s­
trucc iones concretas dadas por el proveedor, en virtud del 
acuerdo, es adecuada para la fabric ac ión de bienes o la produc­
c ión de servicios conforme a lo acordado por las partes y a lo 
es tipulado en el acuerdo."15 

La disposición resulta adecuada y pertinente, ya que, en 
efecto, el proveedor debe asumir la responsab ilidad por la 
tecnología que transmite, aunque deberían reg lamentarse con­
venientemente los límites de su responsabilidad. 

El artículo 16 incluye otras cuatro causas de rechazo para la 
inscripción de los contratos, que en todos los casos deberían 
concebirse como no dispensables, puesto que se trata de prác­
ticas comerciales restrictivas que les ionan el desarrollo tecno­
lógico y económico del país; además, en e l caso de la última 
fracción se trata de la jurisdicción de las leyes y los tribunales 
m exicanos, que de ninguna manera debiera ser ren unc iable por 
las partes . 

La fracción IV del artículo 16 de la LCRTT dispone textual­
mente que se rechazará la inscripción del contrato "cuando se 
someta a tribunales extranjeros el conocim iento o la resolución 
de los juicios que puedan originarse por la interpretación o 
cumplimiento de los actos, convenios o contratos, salvo los ca­
sos de exportación de tecnología nacional o de sometimiento 
expres o al arbitraje privado internacional , siempre que el ár­
bitro ap lique sustantivamente la ley mexicana a la controver­
sia, y de acuerdo con los convenios intern aciona les sobre lama­
teria, suscritos por México". 

Esta disposición, aunque se inspira en lo dispuesto por la 
fracción XIV del artículo 7 de la Ley abrogada, añade dos excep­
c iones: la exporta c ión de tecnologí a nacional y el sometimiento 
expreso al arbitraje privado internacional. Ambas son pertinentes. 

EXCEPCIONES Y SANCIONES 

E 1 artículo 17 de la LCRTT o torga a la Sepafin, por medio del 
Reg istro Nacional de Tra ns ferencia de Tecnología, la facul­

ta d de determ inar, de acuerdo con su criterio, " aquellas si­
tuac iones susceptibles de excepc ión, atendiendo a circu nstan­
cias de benefic io para el país" . 

15. Conferencia de las Na ciones Un idas sobre un Cód igo Interna­
cional de Conducta para la Transferencia de Tecnologia, op. cit , p. 19. 

nueva ley sobre transferencia de tecnología 

Como ya indi ca mos, esta disposic ión amplió el ámbito de 
discreciona lid ad otorgado a la Sepafin , au nque en un sentido 
in adec uado, ya que ahora se pres ionará al Regi st ro para que 
acepte contratos qu e contenga n prácticas comerc iales restri c­
t ivas y, si el Reg istro cede a las pres iones, el país resu ltará perju­
dicado. 

La nu eva LCRTT contiene un ca pítul o es pecíf ico desti nado a 
las sa nc iones. Ésta constituye una importante innovación 
jurídica y práctica . 

A diferenc ia de la legis lac ión anter ior, que sólo sancionaba 
la falta de presentación, o la negativa de inscripción, con la in­
va lidez del contrato, la Ley de 1982 estab lece un severo régi­
men penal cuyo obvio propósito es desalentar la reali zac ión de 
conductas infractoras. 

Consideramos que las sanciones son muy estrictas, pu es ll e­
gan hasta 10 000 veces el sa lario mínimo diario general en el 
Distrito Federal. Sin embargo, resu lta n útiles porque fortal ecen 
la capac idad de negoc iación del Regis tro frente a los proveedo­
res de tecno logía que, cuando se ven pres ionados por el propio 
Registro para que acepten determinadas condicion es, han 
caído o pudieran caer en la tentación de acud ir a los " pa ctos de 
caballeros", es decir, imponer a los receptores prácticas res tri c­
tivas o pagos más elevados m ediante convenios paralelos que 
no se someten a inscripc ión. 

El capítu lo de sanciones de la nueva Ley combate estas prác­
ticas porque e l riesgo en que ahora in curr irían las partes ha ce 
poco aconsejab le acudir a ell as. 

Algunos proveedores argumentarán que México ha endurec i­
do las condiciones para aceptar el ingreso de la tecnología y 
qu e eso desalienta su traspaso al país, pero el argumento es irre­
levante. En efecto, durante nuestra exper ienc ia al frente del Re­
gistro observamos que ellos buscan -además de la seguridad 
jurídica- una utilidad; si pueden obtenerla en el país, seguirán 
vendiendo su tecnología, a pesar del capítulo de sanciones en 
la nueva Ley. 

DI SPOSICIONE S COMP LE MENTARIAS 

L a Ley contiene un último ca pítulo " Del recurso de revoca­
ción" . En é l regu la cómo pueden ejercer el derecho de 

audiencia los particulares qu e resulten afectados por las san­
c iones pecuniarias que les imponga la autoridad . A ese respe cto 
se otorga un plazo de 15 días para rec urrir las correspondi entes 
reso lu ciones y se obliga a la autoridad a pronunciarse respecto 
de las objeciones en igu al término. El precepto es adecuado y 
no amerita otros comentarios. 

La LCRTT, como cualquie r otra Ley, contiene su régimen 
transitorio, que se expresa en cuatro artícu los . Éstos se des tinan 
a señalar el momento de entrada en vigor, a abrogar la Ley an­
te ri or y a otorga r a los parti culares el derecho de acogerse a la 
nueva Ley en los casos en que les beneficie. 

Este régimen transitorio fue om iso con respecto al tratamien­
to que debe darse a los nu evos actos de inscripción obligatoria 
establecidos por el artícu lo 2 de la LCRTT. La omisión res ulta 
grave y dará orige n a enconados confli ctos con los particulare s, 
por lo que debiera subsanarse con la brevedad posible . O 


